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Accionada: Colpensiones 


SALVAMENTO DE VOTO 

Con el debido respeto por las razones consignadas en la ponencia mayoritaria, me permito exponer los motivos de mi disentimiento con la ponencia aprobada, en los siguientes términos:

1. La decisión mayoritaria confirmó la sentencia de primera instancia donde se ordenó a Colpensiones que en el término de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo procediera a dar respuesta de fondo a la solicitud elevada por el actor, en el término establecido en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, que es de quince días contados desde el recibo del requerimiento.  
2. Sin embargo, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, ha establecido que en casos como el presente, el término para la respuesta a la petición se encuentra condicionado a la naturaleza del asunto, motivo por el cual la Corte Constitucional en la sentencia SU-975 de 2003 al dar interpretación a las normas que regulan la materia, estableció unos plazos diferentes a los dispuestos en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011.  

Respecto a ese tema, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque adujo lo siguiente: 
“En cuanto al primer aspecto, es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con el núcleo esencial de éste, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los asuntos que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición planteada. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante en la labor que el legislador está llamado a realizar, con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que emplea la Constitución para fijar los elementos constitutivos de este derecho. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 

(…)
De igual forma, por vía jurisprudencial se determinó en la sentencia SU-975 de 2003 , de acuerdo con la interpretación que en esa decisión hizo sobre los artículos 19 del Decreto 656/94, 4º de la Ley 700/01, 6º y 33 del Código Contencioso Administrativo, que para dar respuesta de fondo a las peticiones pensionales el término que se tiene es de cuatro (4) meses contados a partir de la presentación de la solicitud, y de seis (6) para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales.

El señor JOSÉ ANTONIO GRAJALES RÍOS acudió ante el juez constitucional con el propósito de que se ampararan sus garantías constitucionales de petición y seguridad social, las cuales considera quebrantadas por COLPENSIONES, al no haberse pronunciado de fondo sobre la solicitud de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que elevó ante esa entidad desde marzo 28 de 2016.

Por parte del juez nivel  se negó por improcedente el amparo, al considerar que la accionada no incurrió en ninguna acción u omisión que generara la afectación de los derechos fundamentales del accionante, ya que aún no había expirado el plazo que tenía para pronunciarse al respecto.

Lo concluido por el funcionario a quo es compartido por esta Sala, por cuanto en efecto el término de cuatro (4) meses que tiene la entidad para emitir respuesta de fondo sobre la solicitud pensional elevada por el señor GRAJALES RÍOS aún no se ha sobrepasado, incluso, el mismo se cumple el próximo 28 de julio, de lo que se infiere que ni al momento de impetrar el presente amparo ni en la actualidad se ha afectado el derecho de petición ni ninguna otra garantía constitucional susceptible de ser amparada, ya que se encuentra en trámite el procedimiento establecido para que la aseguradora pensional defina lo pertinente, y ello torna improcedente la tutela invocada.
(…)

Bajo las citadas circunstancias considera esta instancia que en realidad no puede imputarse a COLPENSIONES el quebrantamiento de las garantías fundamentales esbozado por el tutelante; por tanto, no  puede concederse la protección solicitada, y en consecuencia la Sala acompañará la determinación adoptada por el juez de primer nivel.”

Por lo anterior, considero que en caso sub judice, Colpensiones no ha vulnerado el derecho de petición del señor Salazar Castaño, pues esa entidad se encuentra facultada legal y jurisprudencialmente para dar respuesta a la solicitud del tutelante en el término de diez meses contados desde la fecha de la radicación de la solicitud, plazo que inició a correr el 4 de abril de 2016 y se cumple el 4 de febrero del año 2017, según el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011. 
Con base en las razones invocadas, considero que se debió revocar el fallo de primer nivel y en consecuencia declarar que la tutela propuesta resultaba ser improcedente.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Sentencia del 25 de julio de 2016. Tutela Rad. 66001 31 07 001 2016 00050 01. Accionante José Antonio Grajales Ríos.  
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